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Señor Presidente 

de la Conferencia Episcopal Argentina

Mons. Dr. Oscar Vicente Ojea

S              /           D 
Si de los gobiernos quitamos la justicia, 

¿en qué se convierten sino en bandas de ladrones a gran escala?

San Agustín, La Ciudad de Dios, Cap IV

La Asociación de Abogados por la Justicia y la Concordia es una asociación civil con personería jurídica, que fue fundada hace nueve años y agrupa a más de 400 abogados del foro de la ciudad de Buenos Aires, básicamente alarmados por el estado de la administración de justicia en nuestro país, que se debate entre la ineficiencia y la corrupción.

Esta Asociación ha denunciado con especial energía, en tanto que elemento paradigmático de esa catástrofe, el brutal prevaricato en que ha incurrido multitud de jueces a lo largo y ancho de la república - Corte Suprema incluida -, con la finalidad evidente de facilitar la ejecución de una política de odio y venganza diseñada e instrumentada por el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, teniendo como chivos expiatorios a los que enfrentaron el terrorismo impuesto en los años ‘70 por organizaciones civiles armadas.   
Nuestra prédica, incansable y permanente, es bien conocida entre los diversos y desarticulados sectores que, con pocas pero notables excepciones, contribuyen a la trágica invertebración de la Argentina. Lo es también – o debiera serlo – por la jerarquía de la Iglesia, ya que en numerosas ocasiones nos hemos dirigido a ella informando, explicando y denunciando los agravios a la justicia y a los derechos del hombre que han causado jueces inicuos y políticos sin honor, muchas veces cómplices y otras simplemente acobardados por la acción envenenada de ONG’s y entidades empeñadas en dinamitar los cimientos culturales (y también religiosos) de la nación.
 Una de las técnicas empleadas por esos grupos y sectores ha sido la manipulación y distorsión del lenguaje, hasta lograr que palabras de significado claro y preciso hayan pasado a tener un significado distinto al real o se muestren capaces de suscitar reacciones puramente emotivas, sin racionalidad alguna.

Es por eso y en nuestra condición de abogados que nos dirigimos a VV.EE. con gran preocupación, habida cuenta los términos que han utilizado en el comunicado en el que anunciaron la entrega a un Juzgado Federal de una lista de bautismos realizados en la Capilla Stella Maris. En efecto, VV.EE. han expresado “[…] la firme convicción de que la Iglesia debe extremar sus esfuerzos para contribuir al camino de la memoria, la verdad y la justicia en todos los campos, especialmente ante la gravedad de los delitos de lesa humanidad perpetrados bajo el terrorismo de Estado durante los años 1976-1983”.
Contestamos el comunicado – que sin duda no tiene contenido pastoral – bajo la óptica fundamentalmente jurídica y también política, que lo informa. Lo hacemos obviamente, con el respeto debido a la investidura de los señores Obispos; aunque con la precisión que requiere un asunto tan grave que, además, es causa del injusto padecimiento – incluso la muerte – de centenares de personas, sus familiares y amigos.  
1.- La calificación de lesa humanidad para los delitos perpetrados durante el conflicto armado que vivió la Argentina en los años ‘70, tuvo su origen en un controvertido fallo
 de la nueva Corte Suprema conformada por el gobierno de Néstor Kirchner, en el cual, por cinco votos contra tres, se abolió para dichos crímenes el instituto de la prescripción que integra, para toda la doctrina, el principio de legalidad contenido en el art. 18 de la Constitución Nacional.
Ese fallo violó de varias formas dicho principio, ya que significó por primera vez en la historia judicial del continente que se juzgara a personas por una nueva categoría de delitos – los llamados de lesa humanidad -, que no estaban definidos por escrito ni integrados al cuerpo legal de la Nación a través de su sanción por ambas Cámaras legislativas ni publicados para conocimiento de la población
. Porque en efecto, fue el Estatuto de Roma, adoptado el 17 de julio de 1998, el que en su art. 7º definió y tipificó los llamados delitos de lesa humanidad, disponiendo en los arts. 22, 23 y 24 los principios denominados nullum crimen sine lege, nulla poena sine lege y de irretroactividad ratione personae
. 
Pues bien, nuestro país aprobó el Estatuto de Roma por ley 25.390 sancionada el 30 de noviembre de 2000 y lo ratificó recién el 16 de enero de 2001, quedando implementado por ley 26.200, sancionada el 13 de diciembre de 2006
. Habida cuenta de ello, las normas del Estatuto de Roma tipificadoras de los crímenes llamados de lesa humanidad, jamás pudieron aplicarse a hechos cometidos con anterioridad a dicho Estatuto y menos todavía a su ratificación e incorporación al derecho positivo argentino.

Sin embargo, eso fue lo que hicieron la Corte Suprema y los jueces inferiores del país, en clara demostración de que el Estado argentino, a través de sus tres poderes, no se propuso hacer justicia, sino ejecutar una política que, en tributo a una ideología, no vaciló en violentar los principios más básicos del orden jurídico imperante en los países civilizados.    
2.- El fallo de la ajustada y ficticia mayoría en el caso Arancibia Clavel, intenta eludir la regla de la irretroactividad de la ley penal más gravosa, piedra angular del principio de legalidad, señalando que los crímenes atroces fueron reconocidos como de lesa humanidad desde siempre a través de la costumbre (ius cogens). El voto de la disidencia, en especial el del Dr. Fayt, refuta aquella posición citando la antigua y pacífica jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: “En efecto, reiteradamente ha sostenido este Tribunal que una de las mas preciosas garantías consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, es que ningún habitante de la Nación pueda ser penado sin juicio previo fundado en la ley anterior al hecho del proceso (Fallos 136:200; 237:636;  275:89; 298:717;  308:892); principio que se encuentra también reconocido aunque con menor extensión a través de los instrumentos que han sido incorporados por mandato del artículo 75, inc. 22, de la Constitución Nacional (arts. 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 11.2 y 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos)”.  
Para que sea considerada válida, la ley penal debe reputarse conocida, lo cual se presume a partir de su publicación. Si fuera cierto que estos crímenes fueron siempre reconocidos como imprescriptibles, no se entiende por qué no lo decidió así la Cámara Federal que en 1984 juzgó y condenó a los integrantes de las Juntas Militares que gobernaron el país entre 1976 y 1983. El Gral. Videla, el Almte. Massera y el Brig. Agosti fueron sobreseídos de varios delitos por prescripción de la acción penal; y por aquellos delitos por los cuales recibieron condena, el Tribunal no hizo mención alguna de la lesa humanidad ni de la costumbre como fuente del Derecho Penal.
Ahora bien, si aquellos jueces y fiscales no sabían de la lesa humanidad ni conocían que el ius cogens podía suplir al derecho positivo para dejar a salvo el principio de irretroactividad de la ley penal, ¿podía acaso exigirse ese conocimiento a jóvenes oficiales y suboficiales de las Fuerzas Armadas y de Seguridad juzgados por esos mismos hechos?
La opinión de la minoría en el caso Arancibia Clavel, integrada por los jueces Fayt, Belluscio y Vázquez, está acompañada por los máximos tribunales de todo el mundo occidental, que desde siempre han prohibido la aplicación retroactiva de la ley penal y negado que la costumbre – fuente por ejemplo del Derecho Comercial o Internacional - pueda serlo del Derecho Penal.
En igual sentido se han pronunciado los más importantes tratadistas de Derecho Penal del mundo, enseñando que la ley penal debe ser estricta y escrita. 

Así por ejemplo, el gran jurista alemán Hans-Heinrich Jescheck ha escrito que “El principio de legalidad implica en primer término la exclusión del Derecho consuetudinario.  Esto significa que por esa vía no puede crearse ningún tipo penal ni ninguna agravación punitiva (nullum crimen sine lege scripta)….”
. Y además: “La razón de la marginación del Derecho consuetudinario radica en que  la exigencia de las normas penales sólo pueden ser establecidas por la representación del pueblo, como valedora suprema de la voluntad popular, en el procedimiento previsto para legislar (fundamentación democrático-representativa del principio de legalidad)…”
.
Por su parte, el abogado y jurista alemán Claus Roxin, muy famoso por su labor en el ámbito del Derecho Penal, Derecho Penal Internacional, Derecho Procesal Penal y Teoría del Derecho, ha escrito: “En otros campos del derecho se reconoce, junto al Derecho legal, el derecho consuetudinario (no escrito). Sin embargo, el hecho de que la punibilidad no pueda fundamentarse o agravarse por Derecho consuetudinario es una consecuencia obvia de la norma que prescribe que la punibilidad sólo se puede determinar legalmente…”
.
Y Santiago Mir Puig, Catedrático de Derecho Penal en la Universidad de Barcelona, señala en igual sentido que “…con la exigencia de una lex scripta queda, desde luego, excluida la costumbre como posible fuente de delitos y penas. Mas tampoco basta cualquier norma escrita , sino que es preciso que tenga rango de ley emanada del Poder Legislativo, como representación del pueblo…”
.
Asimismo Luis Jiménez de Asúa, afamado catedrático y político español que vivió como exiliado entre nosotros, sostuvo: “Los convenios y tratados internacionales jamás tienen, por sí solos, la cualidad de ley y, por tanto, están privados de la fuerza propia de ésta, puesto que la potestad de obrar obligatoriamente sobre los ciudadanos pertenece exclusivamente al Derecho interno…Las convenciones internacionales por sí mismas no son ley”
.
En el caso Arancibia Clavel que venimos citando, la mayoría se remitió también a la “Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad”, aunque sin parar mientes en que ésta fue incorporada a la legislación argentina mediante la ley 24.584 con fecha 23 de noviembre de 1995
. Y recién mediante decreto 579/2003 del 8 de agosto de 2003, Kirchner ordenó cumplir con el depósito del instrumento de adhesión por parte del gobierno argentino, sin lo cual carece de validez
. 

Los votos de la minoría repudian los delitos atroces, pero reclaman el respeto por los pilares constitucionales sobre los que se asientan las garantías de los ciudadanos: “Precisamente el total respeto de esas garantías y un derecho penal limitado son las bases sobre las que se asienta y construye un verdadero Estado de Derecho..”
.

3.- El valor justicia, destacado por VV.EE. en su comunicado, no pudo alcanzarse jamás estos años entre nosotros por un Poder Judicial presionado y perseguido políticamente
, cuando no integrado por cuadros políticos ideologizados con desempeño en los Tribunales Orales a cargo del juzgamiento de los llamados delitos de lesa humanidad
 y, por primera vez en la historia, alineados con el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo en una política de Estado
 que dio por tierra con los controles recíprocos y el equilibrio republicano.

Esa inicua política de Estado, similar en su formulación a la seguida con los horrorosamente célebres Procesos de Moscú, continuó con el juzgamiento de hechos ocurridos hacía 30 y más años y que habían sido objeto de amnistías e indultos. Así, en el caso Simón
, la mayoría (Boggiano, Maqueda, Zaffaroni, Highton, Lorenzetti y Argibay) declaró la nulidad de las leyes de punto final  y de obediencia debida – recuérdese que habían sido convalidadas por la Corte durante 16 años, desde 1987 a 2003 - por considerar que los delitos de lesa humanidad no sólo son imprescriptibles sino también no amnistiables, en función de esa misma presunta costumbre internacional atribuida a una supuesta evolución del derecho internacional. Esto, además de estar en contradicción con todos los precedentes históricos argentinos y nuestra cultura cristiana, contraría los arts. 4.6 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 6.4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Pero más aún, es contraria a la interpretación de la propia Convención Constituyente de 1994.

En efecto, la Convención había rechazado en sesión plenaria una propuesta formulada por la convencional María Lucero, consistente en incorporar al art. 75 inciso 22 de la Constitución Nacional y a continuación de su párrafo segundo, el siguiente texto: “En relación a los tratados internacionales de derechos humanos, los delitos de lesa humanidad no podrán ser objeto de indulto, conmutación de penas ni amnistía. Las acciones a su respecto, serán imprescriptibles”
.

Con ello la Convención mostró claramente su negativa a admitir que las acciones penales con causa en esa especie de delitos pudieran considerarse imprescriptibles.

 4.- Pese a todos estos precedentes, la mayoría instalada en la Corte continuó demoliendo los principios elementales del derecho constitucional y del derecho penal. En el caso Lariz Iriondo
 sostuvo impávida y nuevamente en contra de lo estipulado en el Estatuto de Roma, que los delitos de lesa humanidad sólo pueden cometerse por agentes estatales, con lo que los únicos enjuiciados por los hechos de los años ‘70 resultaron ser los agentes, soldados, policías, suboficiales y oficiales de nuestras Fuerzas Armadas y de Seguridad que tenían entonces entre 18 y 25 años. Los terroristas de entonces no solamente quedaron libres de toda persecución, sino que ellos o sus familiares fueron indemnizados con hasta doscientos cincuenta mil dólares cada uno y fueron llamados a ocupar cargos políticos y judiciales.
En un récord vergonzoso para los jueces argentinos, 398 hombres han muerto en prisión acusados de delitos de lesa humanidad. En estos procesos no hubo eximiciones de prisión, excarcelaciones, libertades condicionales ni 2x1, y los mayores de 70 años tampoco gozaron de detención domiciliaria. Una discriminación que ningún hombre honesto y libre tendría que haber dejado de denunciar, por lo que todo lo ocurrido en esta materia quedará en la historia nacional como una de las mayores defecciones y muestra de cobardía de nuestra clase dirigente, sin excepción.

5.- Unas pocas precisiones más para comentar las referencias del comunicado al “camino de la memoria, la verdad y la justicia” y al “terrorismo de Estado perpetrado durante los años 1976-1983”, términos estos utilizados sin cansancio por los grupos radicalizados de izquierda
En cuanto a lo primero -más allá de recordar que no se debe confundir la memoria con la historia, y también que la verdad no es tal si se presenta sesgada, o que la justicia, antes que nada, es virtud -, nos remitimos a la aclaración de uno de los firmantes del comunicado, Monseñor Santiago Olivera, Vicario Castrense, quien completó el tríptico con “memoria sin ideología, verdad completa y justicia en sentido amplio.”
Con respecto a lo segundo – terrorismo de Estado -, el uso de la expresión en el documento – con seguridad no en la intención de sus firmantes, pero sin duda objetivamente – contribuye a la siembra de confusión y a los fines ostensibles que persiguen los que la patentaron.

¿Puede el Estado ser terrorista?

La respuesta afirmativa está plagada de dificultades, a poco que se comience por explicar qué es el Estado. Cosa que no es de la especialidad de los señores obispos y nadie tendría derecho a exigirles que lo fuera.

A los efectos de esta respuesta basta con recordar que el Estado moderno, un artefacto que ha alcanzado excesiva, por enorme, complejidad, totaliza la expresión política y jurídica de la nación. Es – o pretende ser - bastante más que un presidente, primer ministro, monarca o junta militar, por fugaces que sean. Hoy hay también introducidos allí partidos, sindicatos, corporaciones, ONG’s (no gubernamentales, pero tantas veces metidas en el Estado). Y también jueces, claro, aunque fuere de nombre nomás. 

Si queremos afirmar que entre 1976 y 1983 tuvimos un Estado terrorista y queremos ser coherentes, deberíamos reclamar el juicio y condena – otra consigna de los conocidos de siempre – de todos los funcionarios y empleados estatales con responsabilidades durante aquellos años. Cosa que aquellos conocidos, en efecto, reclaman cada vez que pueden.
Lo de terrorismo de Estado es una consigna ideológica, que tiene propósitos claramente revolucionarios. Sirve para frenar o esterilizar la acción defensiva del Estado cuando el terrorismo lo ataca, buscando precisamente su destrucción o copamiento. También sirve para evitar que se acuse de tales a quienes sin duda son terroristas, pero que con ello pasan a ser llamados jóvenes idealistas o combatientes por un mundo mejor. 
Entre nosotros, la muletilla ha servido exactamente para que los jueces prevaricadores que supimos conseguir digan lo que nadie se atrevió todavía a decir en país alguno: que sólo los agentes estatales pueden ser sujetos activos de los delitos de lesa humanidad, no así los terroristas autores de crímenes espantosos.


6.- Con evidencia el comunicado de marras no ha dado en la tecla. Prueba de ello son los severos cuestionamientos que ha suscitado, incluso entre buenos y fieles hijos de la Iglesia y que sin duda han llegado a los señores obispos.

No cabe duda que, como dijimos más arriba, si la jerarquía de la Iglesia resuelve incurrir en la política y el derecho, pero no desde los principios de ética social que sí son de su competencia, sino desde la mera coyuntura, nos legitima a plantear nuestra firme disidencia.
Para mayor ilustración y por segunda vez, acompañamos a la presente el Manifiesto de los Juristas, donde los más destacados hombres de derecho de nuestro país se pronunciaron hace ya casi dos años, resaltando todas las ilegalidades e inhumanidades que caracterizan esta etapa negra de la historia argentina.

No puede haber justicia sin legalidad; no puede haber república sin justicia. Porque - volviendo al autor citado en el epígrafe - “[…] donde no hay verdadera justicia no puede haber una multitud reunida en sociedad por el acuerdo sobre un derecho, es decir, no puede haber un pueblo, […]. Y si no hay pueblo, tampoco habrá empresa del pueblo, sino una multitud cualquiera que no merece el nombre de pueblo. Ahora bien, si el Estado (res publica) es la empresa del pueblo, y no hay pueblo que no esté asociado en aceptación de un derecho, y tampoco hay derecho donde no existe justicia alguna, la conclusión inevitable es que donde no hay justicia no hay Estado.”
 
Imploramos al Espíritu Santo que guíe y fortalezca a  VV.EE. para que iluminen a la sociedad con la luz que brota del Evangelio  


Dios guarde a VV.EE.
Carlos Bosch                                           Alberto Solanet                       

   Secretario                                                  Presidente
 cc.:
Sr. Vicepresidente 1° Su Emcia. Rvma. Cardenal Mario Poli 
Sr. Vicepresidente 2° Mons. Marcelo Daniel Colombo

Sr. Secretario General Mons. Carlos Humberto Malfa y

Señores Obispos Miembros de la Asamblea Plenaria
 
 
 
 
 
 
 
 
 
� CSJN, in re Arancibia Clavel, 24-8-2004, Fallos 327:3294.


� Todos estos requisitos exigidos por el principio constitucional de legalidad.


� Artículo 22 Nullum crimen sine lege 1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de la competencia de la Corte. 2. La definición de crimen será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía. En caso de ambigüedad, será interpretada en favor de la persona objeto de investigación, enjuiciamiento o condena. 3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a la tipificación de una conducta como crimen de derecho internacional independientemente del presente Estatuto. Artículo 23 Nulla poena sine lege Quien sea declarado culpable por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto. Artículo 24 Irretroactividad ratione personae 1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor. 2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación, el enjuiciamiento o la condena. 


� Es importante señalar que el Artículo 2º de esta ley 26.200 dispone: “El sistema penal previsto en el Estatuto de Roma y la presente ley solo son de aplicación para los crímenes y delitos respecto de los cuales la Corte Penal Internacional es competente.” Por su parte, el Artículo 13 de la misma ley establece: “Ninguno de los delitos previstos en el Estatuto de Roma ni en la presente ley puede ser aplicado en violación al principio de legalidad consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional. En tal caso, el juzgamiento de esos hechos debe efectuarse de acuerdo con las normas previstas en nuestro derecho vigente.”


� Hans-Heinrich JESCHECK fue profesor de leyes en la Universidad de Friburgo de Brisgovia, Director del Max Plank Institut y Presidente de la Asociación Internacional de Derecho Penal. La cita corresponde al Tratado de Derecho Penal-Parte General, 4ª Edición completamente corregida y ampliada, traducción de José Luis Manzanares Samaniego, Editorial Comares, Granada, 1993, pág. 119. 


� Hans-Heinrich JESCHECK, o.c., pág. 119. 


� Claus ROXIN, Derecho Penal - Parte General, Tomo I, Fundamentos de la Estructura del Delito, Editorial Civitas, Madrid, 1997, Reimpresión 2000, pág. 140.


�  Santiago MIR PUIG, Derecho Penal - Parte General, Corregrafic SL, 5ª edición, Barcelona, 1998, págs 77/78.  


� Luis JIMÉNEZ DE ASÚA, Tratado de Derecho Penal, Tomo II, Editorial Losada S.A., Buenos Aires, pág. 298.


� Decreto 810/95.


� Artículo VI: La presente Convención está sujeta a ratificación y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


� Del voto del Dr. Carlos Fayt.


� El gobierno kirchnerista pidió e impulsó la instrucción de juicio político contra los jueces Becerra Ferrer, Bisordi, Hornos, Berraz de Vidal, Durañona y Vedia, Yacobucci, García y muchos otros, por haber dictado resoluciones y fallos favorables respecto de militares enjuiciados en las causas denominadas de lesa humanidad.


� La agrupación política “Justicia Legítima”, respaldada por el Poder Ejecutivo, colocó sus cuadros en estos Tribunales, entre los que se encuentran conocidos terroristas que combatieron contra las Fuerzas Armadas y de Seguridad en los ‘70.


� Discursos inaugurales del año judicial por parte del Presidente de la CSJN desde el año 2005 en adelante y abandonados recién en 2014.


� CSJN in re Simón, 14-6-2005, Fallos 328:2056. 


� V. Obra de la Convención Nacional Constituyente 1994, Tomo V, pág. 5234, Centro de Estudios Constitucionales y Políticos del Ministerio de Justicia de la Nación, Bs.As., 1995. V. también Gregorio Badeni, Supremacía de la Constitución, jerarquía de los tratados internacionales e interpretación constitucional, Anales de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales, Segunda Época, Año L, nº 43, 2005, pág. 29.


� CSJN in re Lariz Iriondo, 10-5-2005, Fallos 328:1268.


� San Agustín, La Ciudad de Dios, Cap. XXI, 1.





